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III. MARCO TEÓRICO - CONCEPTUAL
3.1. La sociedad y el agua bajo un enfoque de sistemas
El agua es uno de los recursos naturales más utilizados, dada su importancia en el desarrollo del hombre y el mantenimiento del ecosistema.

A pesar de la abundancia de agua en la naturaleza, su  disponibilidad relativa y creciente demanda hacen que la sociedad le confiera el término de recurso escaso, lo que presiona a los administradores y usuarios  a racionalizar su consumo, a través de alternativas que promuevan un uso integral y eficiente mediante una valoración no integral del mismo. En este sentido, recurrir a la teoría de sistemas  es un punto de partida que permite analizar la interacción sociedad-agua. 
Dependiendo del fenómeno que se analiza y de las relaciones que unen o alimentan al sistema, estos pueden ser a) cerrados, esto es; que no tienen relaciones con su medio o, b) abiertos; en éstos últimos las relaciones son frecuentes y admiten cambios y adaptaciones (Parsegian, 1973 citado por Johansen, 1999).
Esta es una característica de los recursos naturales, fundamentada en la tesis de Pfaundler a principios del siglo XX, que indica que la capacidad sustentadora de la tierra no esta determinada por la disponibilidad de materiales sino por la de energías libres, ya que según la ley de la conservación de la materia los materiales pueden reciclarse por completo, favoreciendo un nuevo orden tanto en el tiempo como en el espacio (Martínez y Schlüpmann, 1993).
En el caso del agua, esta apreciación tiene doble matiz, ya que si bien es cierto que desde el punto de vista físico constituye un recurso renovable, también se agota cuando se analizan aspectos de disponibilidad y distribución, de tal manera que su aprovechamiento esta sujeto a un reordenamiento que aplica el principio de “orden” definido por Prigonine, el cual se refiere a la atribución instantánea de energía y de situación de cada molécula, en el que los procesos socio-antropológicos y los fisicobiológicos, tienden a la autoorganización ( Martínez y Schlüpmann, op. cit.)
En esa relación agua-sociedad, los factores climáticos y fisicoquímicos se ven delimitados por la intervención del hombre en lo individual y en lo colectivo, se presenta un caso práctico de la primera ley de la termodinámica, ya que el hombre incorpora un recurso natural a un proceso productivo o de servicio con dos alternativas, o éste recurso se acumula en el sistema económico o se vuelve al medio ambiente como desecho por medio del flujo de energía, de tal manera que a partir de aquí  pierde su calidad intrínseca y por lo tanto su valor de uso (Sepúlveda, 2002).
A partir de ese fenómeno, se presenta un tercer elemento en esas relaciones ocultas del flujo de energía, convirtiendo al binomio agua-sociedad en  un triángulo “sociedad – economía - ambiente”, que Martínez y Schlüpmann (1993) señalan como el principio unificador en el análisis ecológico-económico de los recursos escasos, el cual, en el exceso de capacidad productiva, se puede convertir en un problema para la humanidad, pues al agotar sus  recursos naturales, acaba también con el crecimiento económico.

De acuerdo con el principio unificador, una sociedad no es viable a menos que el rendimiento energético del trabajo humano cubra el costo energético de este trabajo, porque al hacer una extracción que supera la capacidad de resiliencia de un ecosistema, la sobreexplotación conlleva a un déficit ecológico, irreversible.

Desde el punto de vista de un sistema  cualquiera, este déficit es justificable ya que siempre se pierde una parte de la energía durante el proceso de conversión y del resto de ella, una vez utilizada no puede volver a ser empleada, siempre y cuando la capacidad de autoadaptación sea lo suficientemente estable para equilibrar ese gasto de energía. 
De acuerdo con Cárdenas (1986), un comportamiento semejante es válido en un sistema cerrado, que dependen de un limitado almacenamiento y gasto de reservas; sin embargo el sistema agua-sociedad, es un sistema abierto, por lo que se confiere al hombre la capacidad de planear y reorientar el consumo de sus recursos hacia un aprovechamiento sustentable de los mismos.
Esta capacidad, que se asume diferente en cada civilización y región geográfica, depende en una primera fase en las características físico-ambientales del territorio, pero fundamentalmente de las necesidades y costumbres de su población, quien finalmente determina su utilidad, forma de apropiación y administración de recurso. En el caso del agua se debe de incluir la identificación de su valor y límites de suministro, su apreciación como bien de consumo para el hombre y el resto de los seres vivos, así como el reconocimiento de que sus beneficiarios deben pagar por su uso y servicio (Mitchell, 1999)
En este sentido, la valoración del agua subterránea se convierte es un concepto en construcción, que se fundamenta en cuatro parámetros: localización, uso, propiedad y gobernabilidad del agua.

3.2. Diferencia entre agua superficial y agua subterránea


      Fuente: Servicio Geológico de los EUA, 2004
Figura 1  El Ciclo Hidrológico  del Agua

En la actualidad se sabe que tanto el agua superficial como el agua subterránea forman parte del Ciclo Hidrológico, el cual, es un término descriptivo aplicable a la circulación general del agua en la tierra  que inicia con la evaporación del agua en los océanos propiciada por la energía solar y concluye con la precipitación y escurrimiento del agua por efecto de la gravedad terrestre hasta que una parte de ella penetra bajo la superficie del terreno (infiltración) llenando los poros y fisuras del suelo, misma que cuando  es abundante desciende hasta recargar y ubicarse en un acuífero (Campos, 1992 y US Environment Proyect Agency, 2003).


Las aguas superficiales, exceptuando el aguamarina, son aquellas que se originan a partir del agua de precipitación atmosférica, de afloraciones de agua subterránea o bien de la fusión de masas de hielo. Se pueden distinguir tres tipos de agua superficial: el agua de escorrentía, la retenida en reservorios naturales o artificiales y el agua de estuarios. En cuanto al agua de escorrentía, específicamente la de los ríos, puede ser el resultado de la interacción entre el agua de precipitación, del suelo y rocas, a lo cual hay que añadir los aportes antropogénicos (Diccionario aguamarket, 2001).
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Fuente: Servicio Geológico de los EUA, 2004
Figura 2  Ubicación del agua subterránea

Zora (1991), Del Valle (1991) y  Hornsby (2000) coinciden en señalar que el agua subterránea o freática forma parte del agua del subsuelo, encontrándose en los vacíos que existen entre las partículas del suelo y las rocas o entre las grietas del lecho rocoso, siendo a su vez la primera fuente hídrica en regiones áridas y semiáridas 
Adicionalmente Aboites (1998), destaca al referirse a aguas subterráneas la necesidad de distinguir entre agua somera o freática y artesiana, la primera es aquella que se halla a menor profundidad pero por encima de la primera capa impermeable del subsuelo; la segunda, es aquella que se encuentra cubierta o encerrada entre capas impermeables y  por lo que genera una presión diferente a la del acuífero libre lo que la hace subir a la superficie. Las áreas donde existen grandes cantidades de aguas subterráneas que pueden abastecer pozos o manantiales se llaman acuíferos, palabra que significa "portador de agua". 
Un acuífero es una formación geológica subterránea que se ha creado a lo largo de varios años como resultado de la infiltración del agua de lluvia o del agua de los ríos, lagos y deshielos. A la infiltración que ocurre en los acuíferos se le conoce como recarga y esta puede ser natural, inducida, incidental o artificial (Chávez,2004)
 El agua que existe en los acuíferos se conoce como agua subterránea y su extracción se realiza normalmente a través de pozos y/o manantiales (CNA, 2004d).

A nivel mundial el agua subterránea es la principal fuente hídrica para 2,000 millones de personas que habitan en regiones áridas o semiáridas quienes en su conjunto consumen 20% del agua total del planeta –entre 600 y 700 km3 al año- y de  ella depende la tercera parte de la población mundial (PNUMA, 2002).
3.3. Historia del agua subterránea
El concepto "agua subterránea", tiene su origen entre la época de esplendor greco-romana y el año 1400, siendo también en esos años cuando se construyen los primeros pozos de Arabia y los Khanats de Persia; en éste tiempo denominado Período de Especulación, el arquitecto romano Marco Vitrubio estableció que el agua subterránea proviene de las infiltraciones de la lluvia y la nieve (Campos, op. cit.) y que cuando ésta última se derrite  a la altura de las montañas, se coloca hacia el subsuelo y aparece o aflora a cierta distancia en forma de manantiales (Arreguín, 1998)

Entre los años 1400 a 1600  destacan las aportaciones de Leonardo da Vinci y Bernard Pelissy, quienes lograron una correcta comprensión del Ciclo Hidrológico, especialmente a lo relativo a la infiltración de la lluvia y al retorno del agua a través de manantiales (Campos, op. cit.); sin embargo, es hasta la Edad Media que inicia la ciencia de la hidrología con los estudios de evaporación de Perrault y los de infiltración de Marriotte, en los que se concluye que los manantiales eran alimentados por agua de lluvia infiltrada hacia el subsuelo, demostrando el Ciclo Hidrológico (Arreguin, op. cit.). 
Es en el siglo XVII cuando inician los primeros estudios de pozos artesianos; aunque de acuerdo con  Arreguín (op. cit.), el primer pozo artesiano se perforó en la ciudad de Artois, Francia en el año 1126, de ahí su nombre.
Los dos siglos subsecuentes, XVIII y XIX conocidos desde el punto de vista hidrológico como “Periodo de Experimentación” y “Periodo de Modernización” respectivamente, fueron fundamentales para el avance de la ciencia, pero la mayoría de sus contribuciones se presentaron en materia de aguas superficiales, salvo las leyes de Darcy sobre el flujo de aguas subterráneas (Campos, op. cit.).

Durante los “Periodos de la Racionalización” de 1930 a 1950 y el vigente de “Teorización” son donde se han gestado los grandes análisis matemáticos para resolver problemas hidrológicos ente los que destacan los trabajos de Sherman, Theism y Horton (Campos, et al)

3.4. Uso del agua

Se entiende por “Uso” al empleo continuo y habitual de una cosa, entendiéndose por cosa  todo lo que tiene entidad ya sea corporal o espiritual, natural o artificial, real o abstracta.
Tate (1994), señala que los usos de agua tienen divisiones físicas y divisiones productivas. Las dimensiones físicas del uso del agua son tres: a) el uso bruto del agua, que se refiere a la cantidad de agua total que se utiliza para llevar acabo una actividad, b) el influjo o cantidad de agua nueva (esta puede formar parte del inciso anterior) y c) la recirculación o cantidad de agua usada previamente, éstos últimos se relacionan con la descarga o cantidad de agua que se permite salir de la actividad o proceso y el consumo o cantidad de agua consumida durante el proceso.

Uso es un concepto relacionado con el provecho que se obtiene de las cosas. En terminos hídricos, se aplica como sinónimo de utilización, consumo o demanda, de forma tal que las necesidades de agua varían de un usuario a otro, los usos del agua determinan la cantidad utilizada.
De acuerdo con la Ley de Aguas Nacionales, en México “uso“ es la aplicación del agua a una actividad que implique el consumo parcial o total de ese recurso (CNA, 2004a), mientras que para otros autores se considera “uso” a cada una de las distintas clases de utilización del agua según su destino, cuya cantidad derivada del sistema hidrológico es tomada de los embalses o se extrae de los acuíferos (Llamas et al, 2001). 
A diferencia de uso, “demanda” tiene dos acepciones, la del usuario en la que demanda de agua significa la cantidad de agua requerida por los diferentes usos en las condiciones económicas en que ésta es ofertada y la  técnica, que implica  además la perdida por transporte y la evaporación. En el caso del agua subterránea, la demanda es equivalente a la extracción del bombeo (Llamas et al, 2001).
3.4.1. Usos consuntivos y no consuntivos del agua
Desde el punto de vista hidrológico, existen dos tipos de uso de agua: consuntivos y no consuntivos. Uso consuntivo es aquel en el que por características del proceso existen pérdidas volumétricas de agua, misma que se determina por la diferencia del volumen de una cantidad determinada que se extrae menos una que se descarga y que se señala en el título –concesión o asignación- respectivo y sobre los cuales tratará este trabajo (Cuadro 1).
Cuadro 1. Clasificación de los principales usos del agua

	Consuntivos 
	No consuntivos

	Doméstico 
Público urbano

Agrícola

Industrial

Pecuario 

Servicios
Ambiental
	     Energía eléctrica                 (hidroeléctricas)

Acuacultura

Actividades recreativas

Navegación

Transporte


Fuente: Elaborado con base en Castelán (2003), y CNA, (2000a) 

Un uso No Consuntivo es aquel en el que no existe pérdida de agua, ya que la cantidad que entra es la misma o aproximadamente la misma que termina con el proceso (Castelán,2003).
Pese a que el agua y sus usos son el eje de toda actividad humana y de la vida en su conjunto, existe poca información disponible al respecto,  especialmente cuando se trata de aguas subterráneas, aunque existen algunos intentos de sistematización como el del Geologycal Survey en Estados Unidos, o del Libro Blanco en España. 
En México actualmente este esfuerzo se concentra en el Programa Nacional Hidráulico a nivel nacional y en los Programas Hidráulicos estatales, los que en la mayoría de los casos, son diagnósticos y proyecciones del uso del agua para un periodo de cinco años que coinciden con la administración federal en turno.
3.4.1.1. Uso doméstico
El uso doméstico del agua, es la aplicación del agua nacional para el uso particular de las personas y del hogar, riego, jardines y de árboles de ornato, incluyendo el abrevadero de animales domésticos siempre y cuando no constituya una actividad lucrativa, de acuerdo con los términos del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CNA, 2004a). 

En este sentido, organismos internacionales y organizaciones de la sociedad civil plantean diferentes parámetros para señalar el mínimo de agua que requiere una persona partiendo de sus necesidades mínimas de hidratación  y saneamiento. 


La Organización Mundial de la Salud (OMS, 2003) señala que las necesidades básicas de agua se pueden cubrir con 20 litros por persona al día, aunque esta cantidad no asegura una buena calidad en la higiene; por su parte el Manifiesto del agua
, propone un mínimo de 40 litros por persona al día como suministro básico. 

 Gleick (1996), señala que cuando se incluye el agua para bañarse y cocinar, el consumo mínimo de agua varía entre 27 y 200 litros per cápita al día y propone un requerimiento general mínimo de 50 litros por persona diarios para satisfacer las cuatro necesidades básicas: bebida, saneamiento, higiene y  preparación de alimentos.

Por otra parte, la misma Organización Mundial de la Salud (op, cit) señala que 50 litros implican un acceso razonable al agua (18.25 m3 al año/persona)
, lo que asegura contar con buena higiene, mientras que entre 100 y 200 litros aseguran el acceso optimo que permite cubrir las necesidades hídricas básicas (higiene, salud y seguridad alimenticia) del hombre. Por las razones antes descritas, los usos público-urbano y doméstico se consideran prioritarios en todo el planeta.
3.4.1.2. Uso público urbano
Se entiende por “Uso público- urbano” a la aplicación del agua nacional para centros de población y asentamientos humanos a través de la red municipal, lo cual implica que ésta se utiliza en hogares, industrias y servicios propios del municipio, mismo que ocupa el segundo lugar en la cadena de importancia para suministro u orden de prelación de agua definido en la Ley de Aguas Nacionales (CNA, 2004a).
El agua subterránea, en estos casos representa mejores caracteristicas que el agua superficial tanto en calidad como en cantidad, lo que la hace más atractiva para el consumo humano, siendo en regiones áridas y semiáridas la única fuente de agua potable disponible (CNA, 2002b). 
Castelán (2003), señala que existe una gran variabilidad  en el consumo de agua en México, dependiedo del nivel económico de las personas, y que varia de 80 a 500 l/ persona al día aunque existen regiones donde es de 20 a 40 l, éstos últimos datos coinciden como consumo mínimo por habitante de acuerdo con Gleick, la OMS y el Manifiesto del agua .
De acuerdo el artículo 115 de la Constitución mexicana, la administración del agua  para uso público-urbano esta a cargo del municipio, el cual a su vez, y con fines operativos delega esa función en los Organismos Operadores o a Comités locales de agua potable, alcantarillado y saneamiento. 

Esto es un serio problema en términos de administración, mantenimiento y cobro del servicio, ya que por una parte a nivel nacional existe una gran disparidad en la distribución de obras y servicios de agua potable, ya que mientras en las zonas urbanas el suministro casi cubre  98% de la población, en zonas rurales y localidades dispersas el promedio nacional es apenas de 53%, siendo sus habitantes quienes más caro pagan el suministro (Castelán, 2003 y Ortíz, 2001).
Esto sin duda es un efecto de los vacios legales que se encuentran no sólo en las normas y reglamentos de los paises, sino tambien de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, ya que a pesar de sus artículos 3, 17 y 22 en los que se rescata el derecho a la vida,  la libertad, la propiedad y la seguridad individual y social, no se explicita el agua como derecho humano. 

3.4.1.3 Uso agrícola
En México se entiende por uso agrícola, a la aplicación de aguas nacionales para riego destinada a la producción agrícola. A este uso se le ha asignado un cuarto lugar en importancia para la concesión de agua, precedido por los usos doméstico, público-urbano y pecuario (CNA, 2004a).
En el mundo, la agricultura de riego tiene el principal uso consuntivo del agua -70%- por lo que la política hidráulica a nivel internacional esta interesada en lograr un uso eficiente de la misma, a través de la puesta en marcha de medidas estructurales, como sustitución de tuberías, reparación de fugas, reducción de pérdidas en las plantas potabilizadoras y otras medidas no estructurales como la educación de los usuarios, lo cual involucra un cambio en el estilo de vida, ya que si bien el uso eficiente debe considerar el manejo de la oferta y la demanda de agua, la oferta esta bajo el control de las autoridades del agua pero la demanda depende individualmente de los usuarios (Bau y Walke et al citados por Garduño y Arreguín, 1994).
En este sentido, un uso eficiente del agua en la agricultura equivale a liberar agua para el mercado o como indican algunos autores “optimizar el suministro del recurso y su infraestructura, con la participación activa de los usuarios y con un alto sentido de equidad social” por lo que cualquier reducción o prevención de perdida del agua es beneficioso para la sociedad, pues esto permite la posibilidad de ahorrar agua y/o transferirla a otro tipo de usuarios  (Garduño y Arreguín, 1994 y Tate,1994).
En este sentido, existe un interés especial por disminuir la pérdida de agua ocasionada por el retraso tecnológico ya que 92% de los agricultores utilizan el riego por gravedad a pesar de existir en el mercado técnicas eficientes como el  microgoteo que incrementa la eficiencia del agua con ahorros de hasta 80% (Huchmuth, citado por Zuñiga, 2003).
Finalmente, se prevé que el futuro del agua para la agricultura sea de menor asignación, ya que ésta cederá ante el consumo humano y muy posiblemente ante la industria, dadas las demandas del mercado.

3.4.1.4. Uso industrial
El uso del agua en la industria, es la aplicación de las aguas nacionales en fábricas o empresas que realizan la extracción, conservación o transformación de materias primas o minerales, el acabado de productos o la elaboración del satisfactores, así como el agua que se utiliza en parques industriales, calderas, dispositivos de enfriamiento, lavado, baños y otros servicios dentro de la empresa, las salmueras que se utilizan para cualquier tipo de sustancias y el agua que aún en estado de vapor es usada para la generación de energía eléctrica o para cualquier otro uso o aprovechamiento de transformación (CNA, 2004a).  
Este uso no incluye termoeléctricas ni industrias que se abastecen de las redes de agua potable y vierten sus desechos en las redes de alcantarillado municipales y ocupa el séptimo lugar en la prelación o importancia del agua (CNA, 2004a). 
Arreguín, (1994), señala que los principales consumos del agua en la industria, están relacionados con a) transferencia de calor y/o enfriamiento, b) generación de energía, c) aplicación a procesos, d)recirculación y e)reuso y servicios.
Castelán, (2003), señala que  las industrias  que más agua utilizan son: azucarera (38.8%), química-petroquímica (21.7%), petrolera (7.2), celulosa y papel (8.2%),  textil (2,6), bebidas (3.3%), siderurgica- metálica (2.5%), eléctrica (1.5%) y alimenticia (0.2%) 

Hay quienes opinan que la demanda de agua en el sector industrial ha decrecido por un proceso de consolidación de economías, así como por el incremento en la eficiencia de su uso (tecnología) y el reciclaje del agua particularmente en el caso de la industria química, pulpa y papel, textil y metalúrgica. 
Solís et al, ( 2003), consideran que una de las características del uso industrial del agua es su alto requerimiento y garantía de suministro, por lo que el agua subterránea como fuente confiable y continua tiende a ser cada vez más utilizada por este sector, que además favorece la concentración del agua en la iniciativa privada.
Son dos los principales problemas que enfrenta el agua industrial, el primero es que aunque es un componente fundamental para sus procesos de producción, no se valora lo suficiente ya que los industriales no la interiorizan en sus costos de producción sino sólo consideran los gastos administrativos y el segundo es la cantidad de agua utilizada en enfriamiento, mismo que puede reducirse entre un 40 y 80% si se considera qué se va a producir, el proceso seleccionado y la eficiencia con que se produce (Lezama, 2004).
3.4.1.5. Uso pecuario
De acuerdo con la Ley de Aguas Nacionales (LAN), se entiende por uso pecuario la aplicación de aguas nacionales para la cría y engorda de ganado, aves de corral y otros animales y su preparación para la primera enajenación siempre que no comprenda la transformación industrial ni el riego de pastizales (CNA, 2004a).
Este uso es el tercero en importancia de acuerdo con el orden establecido a nivel nacional por el gobierno federal, conocido como “orden de prelación” señalado con mayor claridad en el siguiente capítulo. El agua destinada al uso  pecuario se obtiene principalmente de 1.6 km3  de aguas superficiales ya que de aguas subterráneas que sólo utiliza 0.110 km3, lo que no es significativo para las estadísticas nacionales (CNA, 2002 a). 
3.4.1.6. Uso en servicios

Aunque no existe una definición oficial del concepto “uso en servicios”, se sabe que éste comprende a empresas tales como restaurantes, hospitales, baños, balnearios y hoteles, así como instituciones educativas, entre otras; que cuentan con su propia fuente de abastecimiento, los que en el caso de las aguas subterráneas suelen ser pozos profundos o manantiales.

3.4.1.7. Uso ambiental
Se considera uso ambiental o “uso para conservación ecológica” el caudal o volumen mínimo necesario en cuerpos receptores, incluyendo corrientes de diversa índole y embalses, o el caudal mínimo de descarga natural de un acuífero que debe conservarse para proteger las condiciones ambientales y el equilibrio ecológico del sistema (CNA, 2004a).
Ortíz (2001), considera que el desarrollo sustentable comienza por reconocer el uso natural del agua y la cuantificación de su demanda ambiental. En México, este primer paso esta dado al ser considerado en la LAN en la que incluso se considera el quinto lugar  del orden de prelación del agua; sin embargo, éste uso no se refleja en los balances hidrológicos nacional, regional o estatal, hecho que repercute negativamente en el equilibrio de los ecosistemas.
En síntesis, a pesar de la escasez relativa del agua subterránea para los diferentes sectores y el aumento en el consumo, ésta  ha ido desplazando al agua superficial en todos los usos, debido a  su calidad y fácil acceso, sin embargo la extracción sin planificación se esta haciendo a costa del uso ambiental del agua, lo que a la larga cerrará un círculo vicioso que afectará el suministro para consumo humano y las actividades económicas de los diferentes usuarios.
3.5. Propiedad del agua.
A principios del siglo XXI, gobiernos, instituciones y la sociedad en su conjunto, hablan de una crisis de agua. Se estima que en el mundo existen 1.3 millones de personas sin acceso al agua y que 31 de los 257 países en el mundo (PNUMA, 2002), están localizados en zonas de escasez, (Figura 3).
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Figura 3. Distribución del agua en el mundo

      Silva, (2004);  señala que el consumo de agua se incrementa 100% cada 20 años y de seguir así, para el 2025 se utilizará 90% del agua disponible en el mundo.

         Este fenómeno ha dado origen a amplias discusiones sobre el papel que desempeña la propiedad del agua, enfocándose en dos grandes visiones: El recurso de todos  versus el recurso de algunos. 

La propiedad, en términos hídricos es tener derechos y obligaciones que implican el control continuo del recurso y sus beneficios, mediante el reconocimiento social que da su posesión (Volckmar, 2001).
El agua, como todos los bienes o recursos en el mundo, tiene dueño; ya sea el Estado, la sociedad, en grupo o un individuo, que ejerce sobre él su derecho de propiedad.
En ese sentido la propiedad del agua depende de la percepción cultural  de quien la posee y que para fines de este trabajo se organiza en dos grandes rubros: los que identifican al agua como un recurso propiedad de todos y los que la sitúan como una mercancía, propiedad privada.

De acuerdo con Ramos (2004), se deduce que el agua puede formar 
parte del primer grupo, cuando se considera:
1. Un bien público, que se oferta a todos (grupos e individuos) y no se 
limita a nadie su acceso. Esto lo hace  económicamente incosteable por 
lo que su administración no es buscada por la iniciativa privada.
2. Un bien social, cuya característica principal es que  la sociedad 
no 
puede vivir sin el, por lo que el Estado debe garantizar su abasto, 
como 
es el caso del agua para consumo doméstico.

3. Un bien libre, cuya disponibilidad supera las necesidades de los 
usuarios, por lo que no es necesario racionalizarlos, lo que implica que 
su precio es cero. En este caso, el agua se aplica el principio de primero 
en hecho, primero en derecho ya que no existe un propietario como tal y 
el recurso es proveído por la naturaleza.

4.  Un bien común, cuando tienen dueño (s) y no pueden ser poseídas  
por éste en su totalidad, por lo que en ocasiones es concesionada y 
convertible en mercancía.
Es un recurso de algunos, cuando se privilegia el interés de unos cuantos, y es entendida como:


1. Un bien privado que  tiene un dueño o propietario y puede o no ser 
utilizado como mercancía.

2. Un bien mercancía,  por definición está en el mercado con el fin 
de obtener una ganancia.

3. Un bien económico, ya que es demandada por la sociedad y su 
asignación implica un costo de oportunidad y monetario al tratarse de 
un recurso escaso.
3.5.1. El agua como propiedad de todos 

En los inicios de la historia de la humanidad se demostró que a medida que un colectivo controlaba un territorio, se apropiaba de él y de sus recursos naturales más inmediatos como el suelo y el agua, haciendo de ellos un bien al que todos pueden acceder de manera libre y utilizar de acuerdo a sus necesidades e intereses (Engels, 1986).

Este planteamiento parte de la premisa de que el agua es un derecho humano y que su costo no subsidiado conducirá a que la gente con bajos ingresos  se prive de este recurso (Biswas y Tortajada, 2004).


Los primeros datos sistematizados con relación al agua considerada como un bien común, se obtiene de grupos tribales o indígenas. En ambos casos el agua originariamente es considerada un elemento relacionado con la alimentación y la higiene, lo que le la eleva al rango de deidad y base material de su subsistencia, planteamiento fundamentado en el supuesto de que el agua es un recurso abundante y eterno (Velasco, 2003).
Esta capacidad entendida como la vida misma, se fundamenta en características geográficas-espaciales que dan a la relación dios-naturaleza-hombre la posibilidad de desarrollarse en una interacción dialéctica interminable, mediante la cual los pueblos indígenas han demostrado a través de la historia  como se puede hacer un uso eficiente del agua o lo que el vocabulario occidental  entiende como un uso sustentable del recurso.

Este fenómeno, poco creíble para las culturas occidentales, se apoya de acuerdo con Alurralde (2003) en una cosmovisión indígena donde ser un “recurso” es la característica menos importante del agua, ya que es más significativo su valor como:
1. Ser vivo, proveedor de vida y base de la reciprocidad-complementariedad que permite la articulación de la naturaleza y las sociedades humanas
2.  “Ser de todos y no ser de nadie”, pertenece a la tierra y a todos los seres vivos, incluyendo al hombre, factor que le confiere un derecho universal y comunitario de su uso a todos los seres: vivos, no vivos y al ecosistema en su conjunto.

3. Ser en sí, una expresión de flexibilidad y adaptabilidad que le permite comportarse de acuerdo al ecosistema, dependiendo del tiempo, clima topografía y sociedad que la aprovecha.

4. Ser un patrimonio común, de dominio público; razón por la cual se garantiza la equidad en su acceso y la participación de todos los usuarios.
 
Otra visión de lo que representa el agua como bien común, es el planteamiento campesino, donde éste es una persona vinculada con la naturaleza, con un conocimiento holístico de su entorno heredado de generación en generación (Córdova, 2001). 


De acuerdo con esta visión, el campesino  se apropia del agua bajo un enfoque ecológico, con una racionalidad productiva históricamente determinada bajo formas de organización acumulada, donde establece (en coordinación con otros campesinos) las normas y leyes que regulan el uso del agua en la agricultura (Toledo, citado por Córdova, 2001). De esta manera, el sistema de riego campesino antes de ser una obra civil, es una construcción social  que lleva a grupos humanos a definir colectivamente las modalidades de acceso al agua y de creación o conservación de los derechos (Apollin, F. y C. Eberhat 1998).
En las sociedades campesinas, es erróneo considerar el valor del agua únicamente como un bien económico. Muy a menudo el agua es un recurso colectivo, no una mercancía, por lo que su uso y valor depende de las relaciones sociales que se establecen históricamente. Estas implican un respeto a la comunidad a través de un derecho al agua que incluye mantenimiento del sistema de riego, participación en asambleas, pago de tarifas y la posibilidad de recibir sanciones si no se respetan los acuerdos (Volckmar, 2001).
Existen algunos cuestionamientos a la eficiencia de los bienes comunes o bienes de todos, en la obra más famosa, planteada por G. Hardin “La Tragedia de los Comunes”,  el autor plantea como este sistema de propiedad ha llevado a la degradación del ambiente, siempre que muchos individuos utilicen al mismo tiempo un recurso escaso, como en la situación de un pastizal.

Hardin (1968), pide imaginar un área de pastoreo “abierto a todos”, cada pastor recibe un beneficio directo por los animales que tiene y enfrenta un gasto retardado por el deterioro de los bienes comunes cuando su ganado y el de otros pastan en exceso. Cada pastor se siente impulsado a introducir cada vez más animales porque recibe directamente el beneficio de sus animales, sobre cargando el pastizal, lo que a la larga será la ruina de todos. 
En este sentido, los recursos de propiedad común, como el agua; son accesibles a todos por igual a un precio muy bajo o nulo, lo que hace que se usen sin tomar en cuenta ni su calidad ni su conservación, conduciéndolo a un alto patrón de consumo y uso per capita.
 Esto conlleva a que cuando un recurso  es propiedad de todos y propiedad de nadie, nadie lo valora ni se hace cargo de él, puesto que se ha probado que cuando  un bien es gratuito para todos (llámese bien público, social, de libre acceso o común),  todos lo utilizan, con una seria tendencia a la sobreexplotación y el abandono (Rodríguez, 2001). 
Adicionalmente, Tate (1994) argumenta que cuando se presenta el caso de alguien que espera hacer un uso racional del recurso y pospone su explotación, sólo se encontrará que éste será utilizado por otra persona. 

Ostrom, (1998a) señala que, una característica a la que se enfrentan todos los recursos de uso común, es que por lo general es difícil excluir a beneficiarios potenciales, ya que en general son utilizados en conjunto por una comunidad de individuos.


 Solanes, (2001) aclara que esto se debe a que dichos recursos utilizados por una persona se substraen de la cantidad disponible para los demás, confirmando la dificultad de excluir a los beneficiarios potenciales a tener acceso.  

En el caso del agua subterránea cuya oferta disminuye a causa de la extracción humana, el elemento a discutir es la eficiencia de las leyes del Estado. En México de acuerdo con la Constitución, el agua es propiedad del Estado (de dominio nacional e interés público) por lo que  su acceso es libre, sin embargo, lo ambiguo de la Constitución en materia de aguas subterráneas  y la poca claridad de la relación entre usuarios y Estado ha fomentado la sobreexplotación de acuíferos. Ahora bien, es necesario aclarar que la Propiedad Estatal no es sinónimo de propiedad común, en el primero los usuarios tienen claras reglas de acceso y uso  determinadas por una agencia estatal, mientras que las segundas los dueños tienen el derecho de excluir a los no miembros  y las reglas son impuestas por ellos (Volckmar, 2001).
3.5.2. El agua como propiedad privada 

La privatización del agua, es una alternativa a la administración de los recursos hídricos basada en el desarrollo de la sociedad industrial del siglo XVI, que dio inicio a la valoración de los bienes con base en su valor de cambio y privilegió el concepto de mercancía y ganancia sobre la utilidad del mismo.


En la era de la globalización, este movimiento ha cobrado especial importancia por la posibilidad de vender el agua y generar ganancias a sus principales impulsores: gobiernos con poder económico, instituciones internacionales de financiamiento
, organizaciones no gubernamentales
, empresas trasnacionales
 y acuerdos como el ALCA, TLCAN y los Generales sobre el Comercio de Servicios (AGCS) (Alurralde, 2003 y Lara, 2002).

El agua como bien privado  se  ampara en la Conferencia Internacional del Agua y Medio Ambiente, celebrada en Irlanda durante enero de 1992, conocida comúnmente como “Declaración Dublín” la cual dicta los cuatro ejes rectores de agua para el mundo contemporáneo:

1. El agua dulce es un recurso finito y vulnerable, imprescindible para el mantenimiento de la vida, el desarrollo y el medio ambiente.

2. El desarrollo y la ordenación de los recursos hídricos deberán basarse en un criterio participativo, al que contribuyen los usuarios, planificadores y autoridades responsables.

3. La mujer desempeña un papel central en el aprovisionamiento, administración y protección del agua.

4. El agua tiene un valor económico en todos los usos competitivos que se hacen de ella y deberá reconocerse como un bien económico.

La privatización del agua
 esta tomado presencia a través de discursos tales como “descentralización”, “participación de la sociedad civil” y “desarrollo sustentable”, en la que se maneja una ofensiva ideológica-publicitaria que se fundamenta en tres premisas:
1. Crecimiento poblacional. “Cada vez hay más gente que debe tener acceso a recursos de agua cada vez más escasos y sobreexplotados, lo cual provoca conflictos y tensiones sociales”

2. Justo valor económico. “Se despilfarra el agua porque la gente la obtiene gratuitamente o a precios artificialmente bajos. Por lo tanto, si su precio reflejara su verdadero costo ecológico y económico, la gente evitaría su abuso y uso excesivo”

3. El fracaso del Estado. “Como administrador del recurso, el estado ha fallado, no sólo a causa de su corrupción, incapacidad y falta de inversión en la infraestructura, sino también mediante la promoción de una cultura paternalista de agua barata para todos que ha resultado en despilfarro y sobreexplotación”

El mismo autor señala que la privatización del agua comenzó en Europa y ha llegado a América bajo diversas modalidades que incluyen la privatización de los servicios  municipales en zonas urbanas, de territorios y biorregiones, de desviación de cauces naturales, por contaminación, por embotellamiento de agua y por el monopolio de la tecnología, a lo que habría que agregar las modificaciones o adecuaciones que se hacen al marco legal.

Una de las características de la privatización del agua
, es que se practica en regiones donde las utilidades  prometen ser atractivas, las cuales se reinvierten en los planes de expansión de las compañías, en los dividendos de los empresarios o en el pago de salarios de ejecutivos y no
 en mejoras del servicio ya sea para el mantenimiento de las redes de distribución o expansión de las mismas.
Experiencias en América Latina indican que la privatización del agua  no asegura un cobro justo  ni una distribución eficiente del recurso, como se demostró en Bolivia quien para renegociar una deuda de $25 millones de dólares con el Banco Mundial, tuvo que concesionar el agua de Cochabamba a Betchel, misma que prohibió al Estado suministrar el agua a los pobres y que en menos de dos meses había aumentado 35% las tarifas de agua. Cochabamba se alzó en armas  y Betchel se retiró de Bolivia previa derogación de la ley de privatización del agua  (Barkin, 2002).
Ruiz (2005), arriba señalado indica que la privatización del agua en México se remonta a 1983 con los cambios al artículo 115 constitucional, cuando el gobierno federal delega a los municipios la responsabilidad del suministro de agua para consumo humano. Con esta decisión se entregó a los municipios la infraestructura y los problemas de gestión, tales como fugas, redes obsoletas, falta de una cultura de pago, entre otras.

Este proceso de mercantilización de agua se afianzó en los últimos cambios con la legislación hidráulica del país que culminaron con la emisión de la actual Ley de Aguas Nacionales, cuya historia se desarrolla más adelante.

Las experiencias hasta ahora presentadas en el México,  de acuerdo con el reportaje de Enciso, dejan clara la ineficiencia de la privatización del agua a favor de las trasnacionales, una clara muestra fue Aguascalientes que con el apoyo de las autoridades locales, concesionó a Vivendi el agua de la ciudad por 30 años; el contrato establecía que habría incrementos graduales a las tarifas, acuerdo no respetado por la trasnacional llegando a la politización del problema y a la derrota electoral del PRI  un año después. 
3.6.  El valor del agua
El valor, es uno de los conceptos  imprescindibles de desarrollar cuando se trata de conocer la importancia que un bien o recurso representa en la satisfacción de necesidades e intereses de un individuo y la sociedad.

Los valores necesitan de un depositario en quien descansar pues no tienen existencia real sino virtual, no son cosas sino propiedades, cualidades suis generis, que poseen ciertos objetos llamados bienes (Frondizi, 1995).


 Sepúlveda, (2002), señala que los valores estan en función de los criterios de necesidad, interés, preferencia y aspiraciones de una región en la que se les confieren una importancia multidimensional desarrollada en los ámbitos ambiental, social, económico e institucional. 
3.6.1. Valor ambiental

El valor ambiental del  agua es consecuencia directa de su reconocimiento como una parte esencial del ecosistema. Esta dimensión,  surge del postulado de que el futuro del desarrollo depende de la capacidad que tengan los actores institucionales y agentes económicos de manejar de manera integral los recursos naturales, evidenciando como un cambio en uno de ellos, genera un cambio en los demás componentes del ecosistema (Sepúlveda, 2002). 
El valor ambiental del agua, implica el mantenimiento de servicios tales como producción de alimentos, la descomposición de basura orgánica, la purificación del aire, la regulación de la lluvia, el reciclaje de nutrientes, mantenimiento del paisaje y otros que no pueden ser replicables por la tecnología y que en su conjunto garantizan la vida del ecosistema (Enkerlin y Mier,1997).
Matthews et al (2001), señalan que el valor ambiental del agua debe estar incluido en el valor económico, ya que las externalidades representan cambios en los costos, los cuales no deben ser ignorados.
3.6.2. Valor social
La importancia social del agua se basa en valores intangibles y simbólicos,  que imposibilitan su trato sólo como bien económico ya que contempla aspectos como la disponibilidad, acceso equitativo, satisfacción de las necesidades básicas, preservación de la herencia cultural y religiosa, así como prácticas ecológicamente adecuadas (Postel, 1994).
El valor social atiende a las reacciones del sujeto, sus necesidades, intereses, aspiraciones, preferencias y demás condiciones fisiológicas, psicológicas y socioculturales dados por una evolución histórica, basadas en la organización económica, jurídica, religiosa y tradicional de una sociedad determinada (Postel, 1994).

Admitir el valor social del agua es reconocer a este recurso como  el elemento fundamental que asegura las condiciones mínimas de dignidad humana. Mitiga la pobreza, promueve el saneamiento y  la salud, es el elemento fundamental para la seguridad alimentaria y la biodiversidad  por lo que constituye para las comunidades la llave fundamental  hacia el desarrollo sustentable.


Paradojicamente, ni los Estados ni la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, lo han dejado claro. El único documento oficial que rescata el valor social del agua es el resumen de la cuadragésima sexta reunión del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC) de la ONU, “Discusiones preliminares sobre el derecho al agua” celebrado en Génova, Italia en noviembre del 2002, fecha en la que a nivel internacional se reconoce el derecho humano al agua, en igualdad de condiciones.

Queda a discusión la verdadera formalidad que esto implica para los organismos internacionales y los gobiernos ya que de acuerdo con Stavenhagen, (2004) los derechos que reconoce el CDESC sólo son “Derechos aspiracionales”, esto es, aquellos que  según el especialista están sujetos a la disponibilidad financiera de los Estados, lo que prácticamente imposibilita el acceso al agua limpia en igualdad de condiciones para todas las personas.
3.6.3. Valor económico
Este es el valor del agua comúnmente abordado tanto por los administradores como por los consumidores del agua y se le relaciona con la ley de la oferta y la demanda, lo que le ha conferido la característica de mercancía.

La teoría clásica y neoclásica de la economía, sostienen que esta  dimensión indica la importancia de la competitividad  para alcanzar el desarrollo ya que cualquier bien escaso por definición se convierte en un bien económico que tasa su cuantía con base en su valor de uso, esto es; en su utilidad y escasez y  su valor de cambio o  la facultad de adquirir  con éste otros bienes.

De acuerdo con Ricardo, D. (1985), “el valor” difiere de la riqueza, por que no depende de la abundancia, sino de la dificultad o facilidad de producción
, por lo que la principal característica del valor de uso no puede estimarse con ninguna medida conocida ya que es apreciado de manera diferente por personas distintas e indica que:
...”la utilidad no es, por lo tanto, la medida del valor de cambio, aunque es algo absolutamente esencial al mismo”... El valor de cambio de las cosas que poseen utilidad tiene dos orígenes: su escasez y la cantidad de trabajo requerida para obtenerlas (D. Ricardo, 1985). 
Los conceptos de propiedad y escasez son examinados por Ricardo (op, cit), y demuestra cómo la escasez relativa de un bien puede dar a una persona mayor riqueza en la medida que dicha persona es poseedora de un recurso escaso. El mayor valor que éste tiene, debido a su escasez, le permite disponer de más bienes y, por lo tanto, de más satisfacciones. Pero al mismo tiempo esta mayor riqueza individual no necesariamente se traduce en una mayor riqueza para la sociedad, y sí en un empobrecimiento de esa sociedad. Esto es, el mercado no registra utilidad colectiva. 


Con relación al agua, Ricardo hace un ejercicio que describe su importancia y señala:

“Si el agua se hiciese escasa y fuese poseída por un solo individuo, éste 
aumentaría su riqueza, puesto que todos tendrían que entregar una 
parte de lo que poseen con el único objeto de obtener agua, la cual 
adquirían antes por nada.


Al pagar por el agua, la gente es más pobre y el propietario del agua se 
beneficia en lo mismo que éstos pierden. La sociedad en su conjunto 
disfruta de la misma cantidad de agua y mercancía que antes, pero se 
distribuyen de otro modo, esto suponiendo un monopolio del agua y no 
una escasez de ella.

 Si el agua fuese escasa, entonces la riqueza del país y de los individuos 
disminuiría, puesto que se privarían de una parte de sus satisfacciones. 
No sólo habría una distribución diferente de la riqueza, sino una pérdida 
real de una parte de la misma” (op, cit).
Este planteamiento deja asentados los elementos básicos del pensamiento económico en un sistema capitalista incluso en el contemporáneo dónde los conceptos de escasez, valor de cambio y propiedad privada convierten a la naturaleza en mercancía.

De esta manera el agua se convierte en un bien económico, sujeto al mercado, donde su valor depende principalmente de un grupo de usuarios, quienes están dispuestos a pagar por utilizarla, así como por factores la disponibilidad ante demanda, movilidad y costos de transacción, razón por la cual debe existir un sistema administrativo fuerte para monitorear, medir, registrar y asegurar los derechos de agua (Ángeles, 2003).
El mercado, es un mecanismo de asignación de recursos en el que interactúan  los compradores y vendedores de bienes y servicios fijando el precio de un recurso con base en la oferta y demanda del mismo (Ramos,  2004).

Este mecanismo facilita la asignación del uso del agua en función de su rentabilidad, pero sólo funciona si existe un buen sistema de gestión, conocimiento del balance hidráulico y regulaciones para no afectar a terceros (Douroujeanni y Jouravlev, 2000).
El problema en el caso del agua en México, es que la política ha generado un exceso en la demanda de agua, sobreexplotando los acuíferos y ha puesto en riesgo la sustentabilidad del ecosistema, al grado tal que en un futuro  la demanda será superior a la oferta de agua  (Ramos, 2004). 


Otros autores señalan que el valor económico del agua, ayuda a determinar el precio que la gente, la agricultura, la industria y el gobierno puede pargar por los servicios, por lo que tambien se considera necesario para la sustentabilidad (Sumpsi et al, 1998), sin embargo, hay quienes recomiendan no ignorar que el componente central de cualquier estrategia para conservar el agua es asignarle el precio más cercano al valor real de  suministro (Llamas et al, 2001).

El agua es un recurso natural, un bien común que ha dejado de ser desde el punto de vista de disponibilidad, un recurso inagotable y de libre acceso. Hoy día se sabe que no esta homogéneamente disponible en todo el mundo y por lo tanto su acceso es inequitativo, lo que le convierte en un recurso escaso. 


Aunque por definición no puede ser una mercancía porque no es  producto del trabajo del hombre, es claro que el agua siempre ha sido un bien escaso, sujeto a ser apreciado de acuerdo con su valor de uso y su valor de cambio, especialmente cuando su disponibilidad se ve restringida y afecta la generación de riqueza o bienestar, sin embargo esto no  implica que deba perder su esencia –como derecho humano- al ser sujeto de retribución económica.


Douroujeanni y Jouravlev, (2000) deducen que no todo es negativo en la valoración económica del agua, ya que existen ventajas potenciales del mercado:

1. Fomenta la conservación y consumo racional  y uso eficiente del agua, así como el tratamiento de las aguas residuales.
2. Controla a los usuarios de agua con el costo de oportunidad que tienen sus decisiones en materia de uso y transferencia.
3. Provee mecanismos para posponer la realización de obras hidráulicas costosas, mediante la reasignación de las disponibilidades existentes.
4. Ofrece un incentivo continuo para la adopción y desarrollo de tecnologías para la utilización y conservación del agua.
3.6.4. Valor institucional
El valor institucional,  tiene como prioridad la gobernabilidad, evaluada a través de autonomía administrativa, transparencia, responsabilidad, acceso a la información y participación ciudadana (Sepúlveda, 2002). 


El valor institucional considera la estructura y funcionamiento de las entidades o corporaciones relacionadas con el uso, administración  y propiedad del agua, incluyendo los niveles nacional y local. En este grupo se considera el conocimiento de la legislación vigente y su importancia en la distribución y  acceso al agua que dan origen a la gestión del agua (Sepúlveda et al, 2003).

La gestión del agua  tiene como premisa fundamental  que los recursos de la tierra se utilizan para ganarse la vida, aun sin conocer, o comprender los umbrales ambientales aconsejables para  ello, siendo necesarios un conjunto de actuaciones y medidas que corrijan los desequilibrios entre la oferta y la demanda de recursos hídricos, tanto en aspectos cuantitativos como cualitativos (Mitchell, 1999).  

Existen al menos dos propuestas  para construir el valor institucional del agua, la primera propuesta por los organismos internacionales que están a favor de la privatización del recurso y la segunda, que promueve la formación de grupos autogestivos.

En el primer caso, el estudio de la gestión integral del agua, tiene un enfoque económico y nace de la Agenda 21, aprobado en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (Río de Janeiro, junio de 1992), particularmente del capítulo 18 “Protección de la calidad y el suministro de los recursos de agua dulce”.

Los planteamientos generales se refieren a la reducción del papel del Estado y los gobiernos locales y la incorporación del sector privado y los usuarios en la gestión de los recursos hídricos, más la idea aún incipiente de considerar el pago por el uso del agua y por las actividades que causan externalidades como una nueva fuente de financiamiento.


En este enfoque, la gestión del agua tiene como finalidad: Ahorrar agua, recuperar sus costos y mejorar su calidad (Sumpsi et al 1998).


En el segundo enfoque para la gestión del agua, destaca la propuesta de Ostrom (1998 a, 1998b y 2002) y las organizaciones autogestivas utilizado en recursos de uso (o propiedad) común,  la cual se rige a través de siete  principios:

1. Límites claramente definidos. Esto es la primera etapa de una organización de la acción colectiva, esto permite que en caso de una gran demanda del recurso los usuarios con derechos tengan la capacidad de excluir a otros, cuidando la destrucción potencial del recurso.
2. Congruencia entre reglas de apropiación y provisión de condiciones locales. La restricción de tiempo, lugar, tecnología y cantidad de recurso utilizada, relacionados con condiciones locales. Las normas locales y concretas ayudan a la persistencia del recurso.
3. Acuerdos de elección colectiva. Los individuos que se ven afectados por las reglas operacionales, pueden participar en sus modificaciones. 

4. Supervisión. Vigilancia responsable de  los representantes y de los mismos usuarios. 

5. Sanciones graduales.  Dependiendo de la seriedad y el contexto de la ofensa se obliga al cumplimiento de los otros para alcanzar el objetivo colectivo, donde el cumplimiento de las reglas es casi “voluntario”, porque los miembros escogen cumplir un reglamento y escogen las sanciones. 
6. Mecanismos de solución de conflictos. Los funcionarios, los representantes y los usuarios deben ser capaces de establecer mecanismos de discusión o solución ante lo que se considera la infracción a la regla. 

7. Reconocimiento de los derechos de la organización. Los cuales deben ser respetados por autoridades gubernamentales externas.

Volckmar (2001), considera que en el caso del agua subterránea, además se deben considerar  las siguientes variables:

1. Los atributos físicos del recurso y la tecnología utilizada. Distinguiendo la capacidad de recarga del acuífero y el límite de almacenamiento, la capacidad de un tipo de usuario de competir con un determinado número de usuarios de un mismo grupo al mismo tiempo y la habilidad de expulsar a posibles compradores externos. 

2. Los arreglos institucionales entre gobierno y usuarios. 

3. El actuar de los actores en situaciones de arreglo institucional. 
Considerando la capacidad de regular la Constitución y las leyes 
reglamentarias y aspectos tales como derechos, privilegios e inmunidad 
de usuarios. 


4. Patrones de actuación derivados de  los cambios entre actores. 
Regular a través de  arreglos locales las normas de conducta de los 
diferentes actores. 


5. Los gastos y  criterios de evaluación. Definir de antemano que está 
bien y que está mal  para implementar criterios de eficiencia.


La riqueza de esta manera de administrar los recursos escasos, es que no son actores externos sino los propios usuarios y/o dueños del agua y sus instituciones, quienes deciden como, cuanto y donde utilizar el recurso mediante instituciones que han sido capaces de hacer un uso sustentable del recurso, aun cuando el concepto no existía.

3.7. La valoración del agua
La valoración es un atributo que el individuo confiere a un bien y que cambia de  acuerdo a sus condiciones fisiológicas y psicológicas influenciadas por las vivencias contemporáneas de éste. Valuar significa  tanto apreciar (desde un punto de vista subjetivo), como medir la importancia de un recurso para un individuo (Postel, 1994).

Matthews et al, (2001), señalan que a pesar que los procesos que determinan el valor del agua son imperfectos, su valoración debe cumplir con ciertos requisitos:


1. Ser accesible a todo ser humano en el calidad y cantidad necesaria 
para cubrir con sus necesidades básicas. Esto va más allá de los 
estandares internacionales definidos para asegurar el bienestar humano 
e incluyen aspectos culturales y religiosos.

2. Tener un precio accesible, en este sentido el Estado o quien provee 
el recurso debe partir de un proceso de planificación que incorpore 
elementos de asignación no económicos (equidad, preferencias sociales, 
calidad y cantidad ) y económicos (costos).

3. Incorporar sistemas  dinámicos de gestión integrada (suelo-agua-ser 
humano).


4. Considerar la asistencia de expertos.  Técnicos, administradores y 
usuarios por sector.


5. Desarrollar la capacidad de valoración en sí misma. A toda la 
población, incluyendo expertos.


6. Definir con claridad los derechos de propiedad, tanto los formales, 
establecidos por ley como los no formales o expectativas asociadas a 
usos y costumbres.
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       Fuente: Matthews et al, 2001
Figura 4.  Elementos para valorar el agua

En este sentido, valuar el agua  se perfila como un proceso continuo pero diferente en el tiempo ya que depende de las condiciones, preferencias, conocimiento de la gente, esto implica para Matthews et al, (2001) desarrollar en la población la capacidad de valorar la importancia del agua, a partir de la manera en que la usa y como esto afecta la calidad y cantidad de la misma. Asimismo, el autor considera que quienes toman las decisiones necesitan aprender como utilizar los métodos para medir el valor económico del agua, esto es; profesionalizar a los técnicos y tomadores de decisión para que éstos a su vez, tengan la capacidad de incidir en las medidas necesarias que llevarían a la población común a un mejor reconocimiento del valor de dicho recurso.

Con base en lo anterior, se concluye que valorar el agua es un proceso educativo que parte de la información existente sobre las dimensiones ambientales, sociales, económicas e institucionales de una región hidrológica determinada, llámese cuenca o acuífero, que depende de cada sociedad y de su interés por conservarlo.
� El Manifiesto del agua  refleja lo expresado por la sociedad civil internacional en el Foro Alternativo de Florencia (Petrella, 1998)


� Estimación de Soto,G., 2005, en: “La valorización económica del agua” ponencia presentada en la Reunión nacional de la Alianza Mexicana por una nueva cultura del agua, México, D.F. 





� Fondo Monetario Internacional (FMI) el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID)


� Asociación Mundial del Agua, Global Water Partnership (GWP) y World Water Council (WWC)


� Suez, Vivendi, Betchel y RWE


�Ruiz, M. C. (2005). La privatización del agua en América Latina, http://agua.ecoportal.net/content/view/full/51593





� Enciso, L. A. (2005a). “Empresas privadas se han apoderado en silencio de servicios de agua potable” en: La Jornada, 21 de junio








� Enciso, L. A. (2005b). “El agua, botín para trasnacionales; la privatización y el alto costo social” en: La Jornada, 19 de junio 








� Smith concluye que el trabajo humano es en última instancia la causa de valor.
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